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Buenos Aires, 5 de julio de 1999.

Al Sr. Secretario Ejecutivo de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Emb. Jorge Taiana.




Ref.: Caso Nro. 11.670. Menéndez, Caride y otros.

Horacio Ricardo González, Sergio Carlos Bobrovsky, Pablo Daniel Knopoff, en nombre y representación de Amilcar Menéndez y Juan Manuel Caride, Viviana Ksticevic por el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), y Martín Abregú (CEJIL/Sur) y Víctor Ernesto Abramovich Cosarín, por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), en la Causa Nro. 11.670 

I.Objeto:

Contestamos, en tiempo y forma, el traslado de la presentación del Gobierno Argentino por la cual éste pretende que se “…declare la INADMISIBILIDAD  de las denuncias a que se contrae el caso N° 11.670”, conferido por esa Ilustre Comisión el 4 de mayo de 1999.  

Asimismo, venimos a denunciar el fallecimiento de don AMILCAR MENENDEZ, que murió sin haber obtenido el cumplimiento de su sentencia judicial; y el mantenimiento en el tiempo de la misma falta de tutela jurisdiccional efectiva que denunciamos en nuestro escrito de inicio, así como la intolerable demora de los procedimientos a que son sometidos los jubilados y pensionados argentinos que estiman conculcados sus derechos y pugnan por hacerlos valer.


II. Observaciones a la presentación del Estado argentino
II.a. El tercer párrafo del escrito en responde dice lo siguiente:  “En efecto, el art. 22 de la ley 24.463, que es la norma dictada por el Congreso de la Nación y promulgada por el poder Ejecutivo Nacional, estableció que las sentencias previsionales deberían pagarse hasta el límite asignado en la ley de presupuesto del año fiscal en curso.  El principio establecido en esta ley es un principio universal de orden fiscal que rige en todo caso no sólo las sentencias judiciales sino para todas las obligaciones del Estado”.

Al respecto, debe advertirse que la norma mentada, tal como ha sido redactada, resulta contraria a la división republicana de poderes e inconstitucional en relación con la Constitución de la Nación Argentina.  Ni el Poder Legislativo, ni, mucho menos, el Poder Ejecutivo tienen facultades para prohibirle a los jueces de la Nación la fijación de plazos para el cumplimiento de las sentencias que dictan.  Mucho menos cuando la norma no se inspira en un propósito de correcta administración, sino en el de dilatar ‘sine die’ el cumplimiento de los fallos favorables a los jubilados y pensionados.  El principio de la sana administración del erario público, ha sido adecuadamente custodiado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina desde que dictó sentencia en el caso PIETRANERA, en 1932, del cual surge que el estado nacional no puede ser ejecutado dentro del mismo año fiscal en que se dictó el fallo condenatorio.  El concepto que alienta la jurisprudencia de la Corte es que las consecuencias fiscales del fallo adverso no han podido ser contempladas en el Presupuesto corriente; pero si no lo prevé en el Presupuesto inmediatamente posterior al fallo es por su propia negligencia o decisión de no pagar y, en tal caso, resulta ejecutable.  Adviértase que, ya de suyo esto representa un privilegio para el estado nacional, pues a ningún otro sujeto de derecho se le acuerdan similares prerrogativas en el derecho argentino.

Debemos destacar que el criterio expuesto está siendo recogido en la actualidad por los tribunales nacionales de primera instancia que entienden en las causas por ejecuciones de sentencias incumplidas por el gobierno.  Sin embargo, como veremos más adelante, de este criterio jurisprudencial no deriva un efectivo cumplimiento para el jubilado o pensionado que se sigue viendo postergado por la recalcitrante mora de la Administración.


Por último, en relación con este párrafo, debemos señalar que es falso que estemos frente a “…un principio universal de orden fiscal que rige en todo caso no solo las sentencias judiciales sino para todas las obligaciones del Estado”.  En efecto, este aludido precepto universal solo es aplicable a las sentencias dictadas a favor del reajuste de las prestaciones previsionales de jubilados y pensionados; no existe en la legislación argentina vigente ninguna otra norma que limite de esta manera el cumplimiento efectivo de sentencias judiciales. 


II.b. Los párrafos cuarto y quinto, dicen lo siguiente:  “Respecto del cumplimiento de este programa legislativo, debe recordarse que la sentencia del caso Chocobar fue dictada por la CSJN en diciembre de 1986 y notificada al Gobierno recién a principios de 1997 por lo que cuando ello sucede el presupuesto fiscal para el año 1997 ya había sido aprobado.  Este fue el primero de una serie de aproximadamente noventa mil causa similares que desde entonces se fueron dictando en función de ese decisorio, no todas las cuales han sido notificadas a la fecha. ///  En mérito de estos hechos, recién en 1998 el Gobierno destinó una partida importante de fondos para pagar las sentencias judiciales que fueron notificadas en 1997, de alrededor de $400.000.000 entre asignación de bonos de consolidación previsionales (ley 23.982) y dinero en efectivo.  Este programa se cumplió, habiéndose ejecutado la partida casi totalmente mediante la liquidación de aproximadamente 20 mil sentencias durante el año 1998”.

Los datos suministrados son correctos —con excepción a lo referido a la colocación de bonos de consolidación de deudas previsionales— pero totalmente irrelevantes.  Antes del dictado del fallo “CHOCOBAR”, existían alrededor de 50.000 (cincuenta mil) sentencias judiciales firmes pendientes de cumplimiento, a cuyo pago se destinó 0 (cero) en 1995 y sólo $ 20.000.000.- (veinte millones de pesos) en los presupuestos de 1996 y 1997.  Estas sentencias siguen aún hoy demoradas en su pago.  Por otro lado, conviene tener presente que, durante 1998, sólo el 25% de las sentencias pagadas fueron “CHOCOBAR”.  No podemos dejar de resaltar que, respecto de la partida presupuestaria de 1998, se verificó una importantísima sub ejecución de bonos de consolidación de deudas previsionales.  Los bonos de consolidación no ejecutados fueron destinados a fines distintos del pago de sentencias judiciales, único fin previsto en la ley de presupuesto de ese año.

II.c. El sexto párrafo, expresa:  “Precisamente en 1998 se han notificado alrededor de 30.000 sentencias más, razón por la cual la ley de presupuesto para el ejercicio 1999 destinó para el pago de sentencias algo más de $800.000.000 en bonos y dinero en efectivo en previsión de la liquidación y pago de dichos pronunciamientos, más algunos que puedan notificarse en el transcurso del año 1999.  Ello importa que cerca de 35.000 sentencias serán afrontadas en punto a su pago durante este año”.


De los propios dichos del gobierno argentino se desprende que seguirá postergándose el pago de las sentencias judiciales firmes anteriores a “CHOCOBAR”.  Efectivamente, una simple operación de suma y resta nos informa que, si durante 1998 la Corte Suprema notificó 30.000 (treinta mil) sentencias, había un stock impago de otras 35.000 (treinta y cinco mil); y, ahora, el gobierno afirma que pagarán 35.000 (treinta y cinco mil) sentencias durante 1999, quedarán, otra vez 30 mil sentencias sin pagar.

II.d.En el séptimo párrafo, afirma el gobierno argentino: “Lo anterior demuestra la coherencia entre la traza de un programa institucional y su desarrollo en función de ciertos criterios de distribución de la renta nacional.  Téngase en cuenta, como fuera explicado en anterior ocasión,  que, colapsado el sistema previsional público de reparto hace más de 20 años, las obligaciones derivadas de su quiebre han sido afrontadas con parte de la renta nacional y ello ha debido hacerse con un determinado criterio distributivo de recursos habida cuenta de la necesidad de satisfacer otras necesidades del conjunto de la comunidad”.

En primer término, señalamos que es objetivamente falso que el sistema previsional público esté colapsado desde hace más de 20 años.  En 1979 había un único sistema previsional, que sin ninguna duda era público pero no era de reparto puro; y este sistema se encontraba con algunos problemas financieros (producidos por la frecuente utilización de sus recursos para fines que nada tenían que ver con la previsión social) pero lejísimos de estar colapsado.  Para que ello ocurriera hubo que esperar la llegada del actual gobierno.


La fijación de políticas económicas es una prerrogativa que todo gobierno nacional tiene y nadie puede discutir.  En tal sentido, no resulta discutible que el actual gobierno dispusiera la creación de un sistema previsional privado, sin tomar previsión alguna para la inevitable contingencia del desvío de aportes del sistema público al privado (cuestión que le fue reiteradamente advertida por distintas instituciones nacional e internacionales, incluido el FMI); ni que haya dispuesto sucesivas rebajas de los aportes patronales, en algunos casos aún contra disposiciones legales vigentes (y nuevamente en contra de las opiniones del FMI); ni que haya tomado una serie de medidas que han tenido como resultado el desempleo, el sub empleo y el creciente empleo sin sujeción a la normas laborales de control y protección (empleo en negro); entre otros logros.


Pero, tampoco puede el gobierno escudarse en las inevitables consecuencias de esas políticas aplicadas por él, para eximirse de las responsabilidades que le competen.  La falta de financiamiento propio del sistema previsional no existiría si no se hubiera creado el sistema  privado, si no se hubieran bajado los aportes patronales, si no se hubiera fomentado el trabajo en negro, etc.  Luego el estado nacional argentino debe echar mano de los fondos de rentas generales, tanto como sea necesario, para hacer frente a las sentencias judiciales tal y como éstas mandan.


III. Violación del derecho al recurso judicial efectivo y al tiempo razonable del proceso.


 El problema de la falta de recurso judicial efectivo para la protección de los derechos de los jubilados y pensionados que viven en la República Argentina y la duración irrazonable de los procesos en los que se determinan los derechos de índole previsional, se encuentra hoy exactamente en el mismo punto en el que se encontraba cuando MENENDEZ y CARIDE realizaron su primera presentación ante esa Ilustre Comisión.


Los procesos judiciales duran un excesivo plazo desde la primera reclamación hasta la liquidación y el correspondiente pago de la sentencia judicial firme, lo que conduce, en muchas ocasiones, a que el titular del derecho fallezca sin obtener justicia; 

Por lo demás, aún con sentencias firmes pasadas en autoridad de cosa juzgada, el órgano del Estado encargado de hacerlas efectivas ( la Administración Nacional de la Seguridad Social –ANSES-) opone inmuerables trabas y obstáculos para el pago, como fuera descripto a lo largo de esta causa y en este escrito. 

El caso paradigmático de la primera situación los representa don AMILCAR MENENDEZ que falleció el sin haber cobrado jamás la sentencia judicial firme que ordenaba el reajuste de su haber jubilatorio y el pago de una retroactividad por haberes caídos.  Respecto al denunciante, pues, la ANSeS ha incurrido en un incumplimiento total, definitivo e irreversible.


Tenga presente esa Ilustre Comisión que don Amílcar inció su pedido de reajuste, obtuvo su sentencia judicial definitiva y firme tras años de lucha  y falleció sin haber obtenido el cumplimiento de la misma .


El gobierno argentino le demoró los trámites todo lo posible y, finalmente, le negó para siempre su derecho a una vejez digna por la que había aportado más de los años requeridos por la ley y que le había sido reconocida por la justicia nacional cinco años antes de su muerte.


El estado de indefensión, producto del incumplimiento de las decisiones judiciales, del que era objeto; la falta de recursos para procurarse los medicamentos necesarios; y, en fin, la más absoluta desesperanza le adelantaron la muerte a don Amílcar.  Por eso, todas las justificaciones con que pretende exculparse el gobierno argentino para pedirle a esa Ilustre Comisión que declare la inadmisibilidad del caso N° 11.670 suenan huecas:  los jubilados y pensionados se mueren en la Argentina a causa del recalcitrante incumplimiento de su gobierno de las sentencias judiciales a favor de ellos y por la enorme demora que irrogan los procedimientos que, como ya hemos manifestado en anteriores presentaciones, han sido diseñados exactamente para eso.

Cuando el gobierno argentino se decide a pagarle una sentencia judicial a un jubilado o pensionado, no lo hace de acuerdo a lo que establece la misma, sino literalmente como se le antoja.  Este es el caso precisamente de don JUAN MANUEL CARIDE.


Inició su reclamación por reajuste de haberes el 16 de diciembre de 1983, obtuvo su sentencia judicial casi 11 años después el 28 de junio de 1994, le reajustaron su haber a partir de abril de 1998 y le pagaron la retroactividad el 4 de mayo de 1998.  En total fueron 14 años, 4 meses y 19 días.  Ahora bien, la sentencia judicial disponía que mientras rigiera el sistema previsional que se descalificaba debía pagársele a don Juan mediante la aplicación de los índices que la propia sentencia estipulaba.  El sistema aludido rigió hasta el 30 de marzo de 1995, fecha en la cual fue sustituído por otro mucho peor.  Sin perjuicio de la clarísima disposición contenida en la sentencia judicial que fue consentida por la ANSeS, ésta solo actualizó los haberes de don Juan hasta el 31 de marzo de 1991.  Es decir que le confiscó 4 años de movilidad en abierta rebeldía contra lo dispuesto en el fallo judicial firme.  Asimismo, en lugar de pagarle la retroactividad desde el momento de su jubilación (junio de 1983) como correspondía, se la pago desde 1988, confiscándole así cinco años de retroactividad.


Todo ello hace necesario que  don Juan deba seguir litigando.  Por un lado debe llevar adelante una ejecución de sentencia y por el otro deberá reclamar por la movilidad posterior al 1° de abril de 1995.  A la fecha, lleva ya 15 años y medio de lucha y debe seguir en ella.  Tal como están las cosas en este momento el gobierno argentino quiere esa Ilustre Comisión de por terminado este caso de manera que don Juan termine igual que don Amilcar.


La pretensión del Estado que se declare inadmisible la denuncia en base a la información que suministra a la Comisión no puede prosperar. Tal como hemos afirmado en el curso de la causa, estamos en presencia de una palmaria violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, además de los demás derechos señalados.


Amilcar Menendez no logró sobrevivir al proceso previsional y Juan Manuel Caride lleva 15 años de litigio sin haber cobrado lo que la Justicia le dijo que le corresponde.  Su situación es similar a la de los demás jubilados argentinos.


Resulta claro que la violación del derecho a que la cuestión se resuelva en un plazo razonable (artículo 8 de la Convención) tiene una vinculación íntima con la efectividad del recurso judicial interno (artículo 25 de la Convención).

III.a. El derecho a que la cuestión se resuelva sin dilaciones: 

Todos tienen derecho a un proceso sin dilaciones. La celeridad está íntimamente vinculada con la seguridad jurídica. Como sostiene Albanese : “un derecho que no se realiza no es un derecho o, en términos diferentes, transitar por los tribunales no es ejercer el derecho a la jurisdicción” ( hacer cita) .

La Comisión, asimismo, recepta elementos largamente utilizados por la Comisión y la Corte europeas. En efecto, al tratar el artículo 8, manifiesta que "... la duración del proceso debe medirse en relación a una serie de factores tales como la complejidad del caso, la conducta del inculpado y la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso".—

El órgano de control interamericano, en aplicación de estos lineamientos, considera que en el caso concreto la prolongación del proceso por más de cinco años, sin que se haya dictado sentencia en término, constituye una violación del derecho a ser oído con las debidas garantías y dentro del plazo razonable que establece el art. 8.1 de la Convención Americana. También se ha violado el art.7.5 (derecho a la libertad personal), "... en particular el derecho de toda persona detenida a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en libertad, sin perjuicio de que el proceso continúe" y el art.8.2 (el derecho a que se presuma su inocencia).

Para completar el panorama de interpretaciones llevadas a cabo por parte de la Comisión Interamericana, se debe mencionar el caso que lleva el N11.430
 en el cual se ha establecido que "... el derecho a un proceso 'dentro de un plazo razonable' que prevé la Convención Americana se fundamenta, entre otras razones, en la necesidad de evitar dilaciones indebidas que se traduzcan en una privación y denegación de justicia en perjuicio de personas que invocan la violación de derechos protegidos por la referida Convención"
. Sostiene, asimismo, que ni la Convención Americana, ni la Europea han aclarado el alcance de la expresión 'plazo razonable', no obstante: "...existen muchísimos antecedentes en la jurisprudencia de órganos internacionales de acuerdo con los cuales se ha considerado, a la luz de las circunstancias particulares de cada caso, los siguientes criterios: la complejidad del litigio, la conducta de los demandantes y de las autoridades judiciales y la forma como se ha tramitado la etapa de instrucción del proceso"
.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos recientemente ha dedicado un espacio al tema. En efecto, en el caso Genie Lacayo
, la Corte hace referencia al art.8.1 de la Convención Americana. Dice que el concepto de "plazo razonable" no es de sencilla definición. Y agrega: "Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha señalado la Corte Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cuales se analizó este concepto pues este artículo de la Convención Americana es equivalente en lo esencial, al 6 del Convenio europeo para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del caso; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las autoridades judiciales..."
.

Se puede observar que la valoración de estos elementos para encauzar el alcance del "plazo razonable" coincide con la posición de la Comisión Interamericana. En el caso bajo estudio, la Corte los aplica para sacar sus conclusiones. Cita los casos Motta, Vernillo y Unión Alimentaria Sanders S.A., de la Corte europea
, destacando que para determinar el "plazo razonable" en el conjunto del trámite, ese tribunal lo llama "análisis global del procedimiento". Y agrega: "aún cuando se excluyan la investigación policial y el plazo que empleó la Procuraduría General de la República [...] para formular la acusación ante el juez de primera instancia [...] han transcurrido más de cinco años en este proceso, lapso que esta Corte considera que rebasa los límites de la razonabilidad prevista por el artículo 8.1 de la Convención"
. 

Como ya se ha precisado, en el sistema europeo el plazo razonable es reconocido entre las garantías del debido proceso legal —art.6.1 Convención europea de Derechos Humanos— al igual que en el sistema americano —art.8.1 Convención Americana—, y en el art.5. 3 y 4 —art.7.5 y 6 Convención Americana—. La jerarquía de esta garantía ha sido señalada por el tribunal al considerar que el alcance del 'plazo razonable" se lo podía tratar de oficio
.

Tanto en materia civil, como en materia penal la Corte europea ha sido convocada para tratar el alcance del tema convergente. En materia civil ha sostenido que el punto de partida para la evaluación del "plazo razonable" debe comenzar el día en que se acude a la jurisdicción competente
.

En cuanto al momento que debe considerarse como determinante del final para evaluar el "plazo razonable" la Corte europea engloba el conjunto del proceso. En consecuencia el mismo debe darse por concluido en el momento en que el interesado es notificado de la sentencia definitiva; en este concepto quedan comprendidas todas las apelaciones que la legislación permita
.

Sin embargo, cuando el que obtiene una sentencia definitiva se ve obligado a realizar diligencias procesales posteriores a dicha sentencia, para hacerla efectiva, resulta evidente que el tiempo que demandan esas diligencias o recursos debe computarse como tiempo del proceso. Ello es así, pues el concepto de tiempo razonable no puede comprenderse adecuadamente si se lo desvincula del concepto de recurso judicial efectivo. 

En este caso el éxito del litigio está en juego en los recursos que los jubilados se ven obligados a interponer para hacer efectivo el fallo judicial ante el órgano administrativo encargado de pagar el crédito. Se ha visto como las diligencias y recursos que deben interponer los jubilados ante la ANSES determina nada menos que el monto del crédito que percibirán y el momento en que cobraran. Estas cuestiones están íntimamente vinculadas al éxito del litigio.

Así, frente a la necesidad de acudir a la instancia correspondiente a las cortes constitucionales y su vinculación con los cómputos de los tiempos procesales, la Corte europea determinó que deben ser tenidos en cuenta en la medida en que el resultado que se obtenga en aquéllas pueda influir en el éxito del litigio debatido ante las jurisdicciones ordinarias
. 

En cuanto al tiempo de duración del proceso en el caso Scopelliti
, el tribunal europeo puntualiza que en Italia el procedimiento civil se encuentra regido por el principio dispositivo que da a las partes el poder de impulso e iniciativa. Semejante principio no disculpa a los jueces de asegurar el respeto a las exigencias del artículo en materia de plazo razonable... En total el lapso transcurrido entre el 10 de diciembre de 1980 y el 14 de enero de 1988 no puede pasar por "razonable", dice la Corte. Ha habido, en consecuencia, violación al art. 6.1 de la Convención.

En relación a las circunstancias que podrían dispensar la demora, el Estado argentino no puede alegar la cantidad de causas previsionales en trámite. Como se remarcara, los Estados europeos no han podido argumentar con éxito la "sobrecarga de trabajo". Al respecto la Corte europea ha puntualizado: "... el art. 6.1 obliga a los Estados contratantes a organizar su sistema judicial de tal manera que sus tribunales puedan cumplir cada una de sus exigencias"
.

La materia de los procesos ha sido además tenida en cuenta especialmente para determinar la razonabilidad de los tiempos de duración. En tal sentido los procesos de la seguridad social han merecido una protección especial teniendo en cuenta que están en juego derechos urgentes. El tribunal europeo sostuvo en relación al tiempo que requería un tribunal alemán para examinar un proceso de la seguridad social, que se extendía a diez años, siete meses y tres semanas, que de acuerdo a las circunstancias de la causa "... semejante duración se revela anormal, teniendo en cuenta la particular diligencia requerida en materia de seguridad social"
. 


III.b. El derecho al recurso judicial efectivo.

Como lo ha señalado la Corte Interamericana, para que se considere que los Estados cumplen con la obligación que han contraído en el artículo 25 de la Convención, el recurso “no basta con que esté previsto por la Constitución  o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que sea realmente idóneo para establecer si ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos  que, por las condiciones generales del país o incluso las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica; porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones; ...”
. En el mismo sentido, la Corte señaló que “un recurso debe ser, además, eficaz; es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido establecido”
.


  En tal sentido la efectividad del recurso judicial se vincula con su resultado y no con el mero reconocimiento o la determinación del derecho. En efecto, el artículo 25  inciso 2do punto c, de la Convención prescribe: “Los estados partes se comprometen: c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.
              De ninguna manera las limitaciones de índole presupuestarias pueden oponerse como obstáculos para la efectividad del recurso. En efecto, la primacía del derecho fundamental y subjetivo a la tutela judicial efectiva no puede quedar sin contenido por el principio de legalidad presupuestaria
. Así, en ningún caso el principio de legalidad presupuestaria puede servir de pretexto para obstaculizar o posponer ad libitum  por la administración, la eficacia de los recursos judiciales. Por lo demás, el artículo 25 de la CADH se aplica aún en las situaciones de emergencia
. 

PETITORIO

1- Se tenga por contestado, en legal tiempo y forma, la presentación efectuada por el Estado argentino;

2- Solicitamos, a su vez, la declaración de admisibilidad de la causa nº  l1.670.

Sergio Carlos Bobrovsky                                                        Pablo Daniel Knopoff

Horacio Ricardo González

Viviana Krsticevic                                                                          Martín Abregú

Directora Ejecutiva                                                                            CEJIL/Sur

CEJIL                                                                                           Director Ejecutivo

                                                                                                              CELS

Víctor Abramovich 

Abogado CELS
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